	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


En el juicio que por enfermedad profesional, sigue el ciudadano NELSON DEIWIN RIVAS MOSQUERA, representado judicialmente por las abogadas Delia Gómez y Cristina Giannini Méndez, contra la empresa GENERAL MOTORS VENEZOLANA, C.A., representada judicialmente por los abogados David Sanoja e Iván Darío Hermosilla; el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, con sede en Valencia, publicó sentencia en fecha 22 de julio de 2004, en la que declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte demandada; parcialmente con lugar la apelación interpuesta por la parte accionante, en consecuencia, parcialmente con lugar la demanda, ordenando a la demandada el pago de la cantidad de Bs. 45.460.922 por los conceptos reclamados.

 


Vista la decisión de Alzada, la representación judicial de la parte demandada en fecha 5 de agosto de 2004, anunció el especialísimo recurso de casación, el cual fue debidamente formalizado. No hubo impugnación.

 


Recibido el presente expediente se dio cuenta en Sala en fecha 14 de septiembre de 2004, designándose Ponente al Magistrado que suscribe el presente fallo.

 


Por auto de Sala fechado 7 de octubre de 2004, se fijó la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria para el día martes 23 de octubre de 2004, a las once de la mañana (11:00 a.m.), todo en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 


Celebrada dicha audiencia y habiendo esta Sala pronunciado su sentencia de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

 

Previamente, señala esta Sala que por razones de orden práctico se procederá al estudio de las denuncias planteadas, alterando el orden en el que fueron expuestas, así pues, pasa a resolver la sexta denuncia:

 

Ú N I C O

 

Con fundamento en el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, delata el recurrente el vicio de inmotivación de la sentencia, considerando fueron transgredidos los artículos 159 y 177 de la misma Ley; dicha denuncia fue planteada en los siguientes términos:

 

“...En efecto,..., la recurrida omite por completo  dentro de sus fundamentos para declarar la procedencia y estimación del daño moral..., la necesaria consideración sobre el grado de educación y cultura del mismo, así como tampoco hace referencia a su posición social y económica. Tampoco se pronuncia... sobre las posibles atenuantes a favor de la parte accionada presentes en el caso, ni las referencias pecuniarias estimadas por el juez para tasar una indemnización equitativa y justa..., referencias estas que la recurrida omitió y que de conformidad con la jurisprudencia de la Sala de Casación Social son imprescindibles para cuantificar a la indemnización por daño moral...”.

 

 

 

Señala la Alzada en su sentencia, en cuanto al daño moral reclamado, lo que de seguida se transcribe:

 

“...En el presente caso ha quedado establecida la incapacidad parcial y permanente que padece el actor con y por motivo de la labor desarrollada en la demandada la cual consistía básicamente en el levantamiento y desplazamiento de piezas para el ensamblaje de automóviles. Esta incapacidad lo restringe para la realización de actividades similares o en la que requiera manipular objetos pesados, la cual dada la condición de obrero lo limitará para conseguir ubicación en otro puesto de trabajo,...

Siendo el trabajador un obrero y debiendo considerarse su condición social y económica también toma en cuenta esta Alzada que la empresa demandada representa una fuente de trabajo para las personas que actualmente laboran en ella y para aquellas que también se benefician en forma indirecta de su actividad económica, se trata de una empresa transnacional cuya permanencia e inversión de capital, es de vital importancia a los intereses de la región y del país.

En consecuencia, considera esta Juzgadora prudente la estimación del daño moral en el presente caso, en la cantidad de Bs. VEINTE MILLONES CON 00/100...”.

 

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

En cuanto a la motivación de la sentencia, esta Sala estableció, lo siguiente:

 

“...La motivación, ha dicho el Tribunal Supremo, debe estar constituida por las razones de hecho y de derecho que dan los jueces como fundamento del dispositivo. Las primeras están formadas por el establecimiento de los hechos con ajustamiento a las pruebas que los demuestran; y las segundas, la aplicación a éstas de los preceptos legales y los principios doctrinarios atinentes.
La inmotivación, por el contrario, es el vicio que provoca la omisión de uno de los requisitos esenciales de la sentencia, que impone el artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, cuando ordena que todo fallo debe contener los motivos de hecho y de derecho de la decisión...”. (Sentencia N° 116 - 17 de febrero de 2004)

 

 

 

En este sentido, vista la formalización presentada por los recurrentes, así como también los alegatos expuestos en la audiencia oral, esta Sala constata que ciertamente la recurrida incurre en el vicio de inmotivación de la sentencia, contraviniendo así la doctrina de esta Sala, quien de manera reiterativa ha señalado la obligación por parte del Juzgador de motivar lo condenado por concepto de daño moral, de conformidad con el análisis de determinados aspectos que lo instruyen para que la cuantificación sea justa.

 

En este sentido, si bien es cierto que dicha cuantificación es acordada a discreción del Juez, no es menos cierto que la misma no puede ser arbitraria, es decir, debe el Juez en su sentencia señalar los motivos en que basa la estimación o desestimación del mismo.

 

Así pues, esta Sala señaló en la sentencia N° 144 de fecha 7 de marzo de 2002, lo que a continuación se transcribe:

“el sentenciador que conoce de una acción por daño moral debe hacer un examen del caso en concreto, analizando los siguientes aspectos: a) la entidad (importancia) del daño, tanto físico como psíquico (la llamada escala de los sufrimientos morales); b) el grado de culpabilidad del accionado o su participación en el accidente o acto ilícito que causó el daño (según sea responsabilidad objetiva o subjetiva); c) la conducta de la víctima; d) grado de educación y cultura del reclamante; e) posición social y económica del reclamante, f) capacidad económica de la parte accionada; g) los posibles atenuantes a favor del responsable; h) el tipo de retribución satisfactoria que necesitaría la víctima para ocupar una situación similar a la anterior al accidente o enfermedad; y, por último, i) referencias pecuniarias estimadas por el Juez para tasar la indemnización que considera equitativa y justa para el caso concreto.”

 

 

 

En este mismo orden de ideas, esta Sala señaló en sentencia N° 4 de fecha 16 de enero de 2002, lo siguiente:

 

“La fijación de la cuantía del daño moral por parte del juez, no puede ser arbitraria, sino que se debe sustentar en el grado de educación y cultura del reclamante, su posición social y económica y la participación de la víctima en el acto ilícito que le ocasionó el daño, a los fines de controlar la legalidad de la fijación realizada por el juez y en el caso, la Alzada no expresa cuáles son las razones para condenar al pago de daño moral y fijar la cuantía, lo que hace inmotivada la decisión...”.

 

 

 

En el caso objeto de estudio, tal como se desprende de la sentencia recurrida, el Juzgador de Azada, de una manera muy abstracta, o en términos muy generales, cuantifica la indemnización a pagar por daño moral.

 

En este sentido, la Sentenciadora en su fallo obvia el estudio detallado de la condición económica del trabajador, el grado de instrucción y cultura poseído por el mismo, lo cual permitiría saber en qué condiciones se encuentra el accionante para continuar su vida laboral; no menciona las posibles atenuantes atribuibles a la empresa y que sean favorables a ella; así mismo, obvia el análisis minucioso y concatenado de los elementos que involucran la cuantificación del daño moral y que determinan si la misma ha sido justa o por el contrario arbitraria, tal como lo señala la jurisprudencia de esta Sala.

 

En este orden de ideas, considera la Sala oportuno señalar, que cuando se exige la motivación de la cuantificación del daño moral, se pretende justificar a las partes, que analizada la situación integral (económica, social, cultural, participativa en el daño causado) del afectado, así como la situación de la empresa, resulta completamente justo,  como consecuencia de la procedencia del daño reclamado, el monto que se ordene pagar, es decir, que no se trata de simplemente compensar con algún monto el daño, sino de condenar fehacientemente el mismo, velando siempre por la justicia. 

 

En consecuencia, de conformidad con lo hasta aquí expuesto, habiendo esta Sala constatado la falta de motivos por parte del Juez al momento de cuantificar el daño moral reclamado, resulta procedente la denuncia bajo estudio. Así se decide.

 

Finalmente, consiguiendo esta Sala la procedencia de la denuncia por inmotivación invocada, declara con lugar el recurso de casación interpuesto, por consiguiente, se ordena la reposición de la causa al estado en que el Juez Superior dicte nueva sentencia, acogiendo el criterio aquí ratificado, en cuanto a la motivación de la condenatoria del daño moral. Así se decide.

 

D E C I S I Ó N

 


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: 1°) CON LUGAR el recurso de casación intentado por la parte demandada contra la sentencia de fecha 22 de julio de 2004, dictada por el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, con sede en Valencia, en consecuencia, se casa el referido fallo; y, 2°) SE REPONE la causa al estado en el que el Juez Superior dicte nueva decisión en sujeción a lo establecido en el presente fallo.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, antes mencionado, a los fines legales consiguientes. 

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los     dos        (   2   ) días del mes de    diciembre  de dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El-

Vicepresidente,

 

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 



Magistrado,

 

 

____________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

El Secretario Temporal,

 

 

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA 
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